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La presente investigación tuvo por objetivo conocer los derechos que se le otorgan 
a las víctimas en los ordenamientos jurídicos de estudio que a saber son los de 
Perú, México y España actualizados hasta el año 2021. Para lo cual, se realizó una 
investigación de naturaleza cualitativa, con un diseño de estudio interpretativo, 
debido a que se utilizó como población los ordenamientos jurídicos antes 
mencionados. Para la recopilación de datos, se utilizó como técnica el análisis 
documental, elaborando como instrumento una guía de análisis documental que fue 
debidamente validada por juicio de expertos. Se llegó a concluir que la legislación 
de los países de estudio ha demostrado haber evolucionado hacia una mayor 
protección a la víctima, como la existencia de un sistema de apoyo a las víctimas a 
cargo del gobierno federal mexicano con fondos propios, así como la existencia de 
una legislación española con mayor propensión al cuidado de la salud física y 
psicológica de la víctima. Todo lo contrario, respecto al ordenamiento jurídico 
peruano, donde se aprecia falta de actualización de los instrumentos legales acorde 
con un pensamiento más adecuado a los nuevos paradigmas victimológicos que se 
han adoptado a nivel internacional. 
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Abstract 
The objective of this research was to know the rights granted to victims in the legal 
systems under study, namely those of Peru, Mexico and Spain updated until 2021. 
For which we have carried out qualitative research, with an interpretive study design 
because the aforementioned legal systems were used as the population. For data 
collection, we used the technique of documentary analysis, elaborating as an 
instrument a document analysis guide that was duly validated by expert judgment. It 
was concluded that the legislation of the study countries has shown to have evolved 
towards greater protection for the victim, such as the existence of a victim support 
system run by the Mexican federal government with its own funds, as well as the 
existence of Spanish legislation with a greater propensity to care for the physical and 
psychological health of the victim. Quite the contrary, with respect to the Peruvian 
legal system, where there is a lack of updating of legal instruments in accordance 
with a more appropriate thinking to the new victimological paradigms that have been 
adopted at the international level. 
Keywords: Victim, victimology, rights, legal order 
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I. INTRODUCCIÓN  
 
Morineau (2017), Evolución de la familia Jurídica Romano-Canónica, El Derecho 
Comparado, llegó a la conclusión que el derecho penal durante siglos de evolución, 
ha puesto mayor interés al castigo del criminal que en la víctima que sufrió el daño, 
es así como la víctima ha sido relegada históricamente a un segundo plano dejando 
el proceso penal para ser disputado entre el estado y el imputado; sin embargo, a 
partir de la segunda mitad del siglo XX, el mundo jurídico a nivel internacional ha 
venido experimentando un cambio de paradigma respecto al papel que debe jugar 
la víctima y la importancia que debería darle el estado a las víctimas, es así como 
muchos países han ido adaptando su ordenamiento legal en pos de las directrices 
de este nuevo paradigma victimológico. 
Se ha visto que países como España, han adaptado su ordenamiento jurídico con 
el objeto de seguir las directivas de la Unión Europea, donde se insta a una mayor 
preocupación por parte de los estados hacia las víctimas, tanto de los delitos como 
del abuso de poder de las autoridades, México avanzó radicalmente en este sentido, 
aprovechando en consagrar los derechos de las víctimas en la misma Constitución 
Política de su país, y luego creando el Sistema Nacional de Apoyo a las Víctimas, 
presidido por el presidente de la República y con un consejo ejecutivo que depende 
del gobierno federal, con fondos y presupuesto para brindar el apoyo a las víctimas 
para que los derechos que la ley les otorga se materialicen (Acosta,2015). 
Sin embargo, el padecimiento de las víctimas durante el proceso penal es una 
realidad penosamente visible y no se ha apreciado ningún cambio sustancial en lo 
concerniente a su protección por parte del  ordenamiento jurídico en el Perú, donde 
no gozan de una institución por parte del gobierno cuyo objetivo central sea la 
protección de la misma, y los pocos órganos que existen están desmembrados y 
desarticulados entre el Ministerio Público, el Poder Judicial y el Ministerio de la Mujer 
y Poblaciones Vulnerables, motivo por el cual se realizó la presente investigación, 
formulando como problema general de investigación: ¿Cuáles son los derechos que 
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se le otorgan a las víctimas en los ordenamientos jurídicos de Perú, México y 
España al año 2021?, es así que para lograr dar respuesta a este problema de 
investigación, dividimos en unidades más pequeñas para su mejor análisis, 
formulando como problemas específicos: ¿Cuáles son los derechos que se les 
otorgan a las víctimas en nuestro ordenamiento legal peruano al año 2021?, 
¿Cuáles son los derechos que se les otorgan a las víctimas en el ordenamiento legal 
mexicano al año 2021?, ¿Cuáles son los derechos que se les otorgan a las víctimas 
en el ordenamiento legal español al año 2021? 
Esta investigación se justificó por su conveniencia, por ser importante para 
coadyuvar al legislador a tener los referentes internacionales que le permitan hacer 
los cambios legislativos que se necesitan y actualizar nuestro ordenamiento jurídico, 
en pos de una mayor y mejor protección de las víctimas en el Perú, esta 
investigación también se justificó por ser de gran relevancia social, toda vez que 
en la actualidad las víctimas en el Perú no cuentan con una protección adecuada, 
es más suelen sufrir discriminación y revictimización, a pesar de la existencia de 
mecanismos para evitarlo, pero que en la práctica aún no se ponen en práctica, 
Además, esta investigación se justificó por su valor teórico, por ser la primera 
investigación de esta naturaleza realizada en nuestra región, y una de las pocas 
sobre la misma problemática en el Perú. Así también, esta investigación se justificó 
por su implicancia práctica, toda vez que brinda un soporte académico a futuras 
iniciativas legislativas y ejecutivas sobre implementación de organismos y medidas 
de protección a las víctimas sobre todo para darle mayor amplitud y protección, así 
como articulación en su alcance. Finalmente, la presente investigación se justificó 
por su utilidad metodológica, debido a que este trabajo de investigación deja a los 
futuros investigadores un instrumento de investigación debidamente validado por 
tres jurados, otorgándole validación por juicio de expertos para poder ser aplicados 
en futuras investigaciones sobre el mismo problema. 
Es así como iniciamos la investigación, estableciendo como objetivo general: 
conocer los derechos que tenían las víctimas en los ordenamientos jurídicos de 
Perú, México y España al año 2021; desglosándolos en tres objetivos específicos 
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que se formularon de la siguiente manera: a) Identificar los derechos que se les 
otorgan a las víctimas en el Ordenamiento Jurídico peruano, al año 2021. b) 
Identificar los derechos que se les otorgan a las víctimas en el Ordenamiento 
Jurídico mexicano, al año 2021. c) Identificar los derechos que se les otorgan a las 
víctimas en el Ordenamiento Jurídico español, al año 2021. 
Para ello, se revisó distintos instrumentos jurídicos que conforman la legislación de 
los tres países que son el objeto de la presente investigación, constituyéndose en 
la población y muestra de la presente tesis, como son: Las Constituciones Políticas 
de Perú, el Código Procesal Penal, La Constitución de los Estados Unidos 
Mexicanos, la legislación mexicana, La Constitución del Reino de España, así como 




Antecedentes a nivel internacional, Mujica, I. & Morales, S. (2021). Derecho de 
acceso a la justicia de víctima y Proceso Penal. (Tesis para optar al grado de 
Licenciado en Ciencias Jurídicas y Sociales). Universidad de Chile, Santiago de 
Chile, en una investigación aplicada de diseño interpretativo, llegaron a la 
conclusión que, la incorporación de la Víctima dentro de la lógica del sistema penal 
debe responder más a la búsqueda de instancias reparatorias que a la existencia 
de un derecho a sancionar. Bazantes (2018), El Proceso Penal de las Víctimas 
(Tesis de maestría). Universidad Andina Simón Bolívar, Guaranda, Ecuador, realizó 
una investigación con diseño interpretativo y cualitativo, llegando a las siguientes 
conclusiones: Los sistemas penales hoy en día dejan ver como las víctimas han 
sido despojadas de su conflicto, para ser reemplazadas por el estado vindicativo 
que se enfoca más en la persecución y sanción del delito, así como del bien jurídico 
protegido y olvidándose de las víctimas y del daño efectivo que el delito trae consigo. 
Fibla (2014), Derecho a la reparación: ¿es un derecho humano de las víctimas del 
delito? (Tesis para optar la licenciatura en ciencias jurídicas). Universidad Católica 
del Norte, Coquimbo, Chile, realizó una investigación cualitativa con diseño 
interpretativo; llegando a la conclusión de que el proceso penal hasta ahora se ha 
configurado sobre el binomio Estado e Imputado, pero la creciente figura de la 
víctima ha venido para transformar esta situación, situación que se puede apreciar 
tanto a nivel internacional de los derechos humanos como en las legislaciones 
internas de las naciones. Por su parte, Leyton (2018), Víctimas, proceso penal y 
reparación: Los derechos de las víctimas en el marco de la Constitución Política, los 
tratados internacionales y el Código Procesal Penal. (Tesis). Universidad de Chile, 
Santiago de Chile, realizó una investigación con diseño interpretativo; llegando a la 
conclusión de que la participación de la víctima genera beneficios en el proceso 
penal y el estado debe orientarse en torno al concepto de la dignidad del ser humano 
y el respeto de sus derechos vulnerados por el delito. 
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A nivel nacional, Jabiles (2017), Víctimas ideales y discursos victimológicos en la 
persecución del delito de Trata de Personas en la ciudad de Lima Pontificia 
Universidad Católica del Perú, lima, Perú, realizó una investigación de tipo aplicado 
y con diseño interpretativo, llegando a la conclusión de que las víctimas no siempre 
se reconocen como tales y que por lo general asumen comportamientos de riesgo, 
demandan y se resisten a colaborar con el proceso penal. Por su parte, Agreda 
(2017), Programa de Protección y Asistencia a Víctimas y Testigos y el Derecho a 
la Integridad de sus usuarios. (Tesis para optar el título de abogado). Universidad 
Privada del Norte, Trujillo, Perú. En una investigación de tipo aplicada, con diseño 
interpretativo, teniendo como población y muestra a la Unidad de Asistencia a 
Víctimas y Testigos del Ministerio Público de La Libertad, a los cuales se les aplicó 
encuestas y se llegó a la conclusión de que el Programa de Protección y Asistencia 
a Víctimas y Testigos del Ministerio Público de La Libertad es deficiente, dado que 
las escasas acciones de apoyo no garantizan los derechos de las víctimas ni de los 
testigos. 
Melo (2019), Victimología como medio de protección a la víctima a través de la 
oficina de víctimas y testigos en el distrito judicial de Ancash 2015-2016. (Tesis de 
maestría). Universidad Nacional José Faustino Sánchez Carrión de la ciudad de 
Huacho, Perú, realizó una investigación con diseño descriptivo explicativo en una 
muestra de veinte personas entre abogados, magistrados, víctimas y testigos, 
donde el autor llegó a la conclusión de que la victimología es una herramienta que 
permite brindar asesoría útil, apoyo y orientación indispensable para lograr la 
protección de las víctimas, por ello, debe ser mejor valorada por los jueces. Por su 
parte, Delgado (2016), La vigencia efectiva del principio de igualdad procesal y los 
derechos del agraviado. (Tesis de maestría). Universidad Nacional de Trujillo, Perú, 
realizó una investigación de tipo interpretativa, sobre una muestra de 50 carpetas 
fiscales de la Segunda fiscalía provincial Corporativa de Huaraz, utilizando el 
método histórico llegó a las siguientes conclusiones: 
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Nuestro ordenamiento legal a diferencia de Europa aún tiene mucho camino por 
recorrer, por lo que sería importante rescatar los buenos aportes de los avances en 
dichos países, como son el haber establecido el derecho a la no revictimización y la 
provisión de presupuesto destinado a la protección de las víctimas entre otros. 
Finalmente, Sánchez, E. (2019), Inclusión de la víctima como sujeto legitimado para 
instalar audiencia de tutela de derechos en salvaguarda del numeral 3 del art. I y 
numeral 3 del art. IX del título preliminar del Código Procesal Peruano. (Tesis de 
maestría). Universidad Privada Antenor Orrego, Trujillo, Perú, realizó una 
investigación de tipo cualitativa con diseño interpretativo, utilizando como técnicas 
el análisis documental y la entrevista; llegando a la siguiente conclusión: Es 
necesario cambiar la legislación para que la víctima deje de ser despojada de sus 
derechos al ser dejada de lado al no poder instar la audiencia de tutela de derechos. 
 
Respecto a las bases teóricas que sustentan en esta investigación, se revisó en 
primer lugar la teoría de la víctima, en la cual se enmarca nuestra investigación y 
culminaremos con una descripción teórica que nos brinda la doctrina jurídica sobre 
las categorías utilizadas en la presente investigación. La víctima: La teoría de la 
víctima se da en un campo del derecho penal llamado victimología, una disciplina 
que nace como consecuencia del positivismo criminológico, donde se empezó con 
la concentración del pensamiento científico sobre la figura del delincuente, dejando 
olvidada a la víctima, a la cual se la consideró como un simple objeto neutral, 
estático y pasivo que en nada contribuye a la dinámica del delito (Cuarezma, 1996). 
 
Como todo estudio académico, es necesario empezar por la etimología del nombre 
de nuestro sujeto de investigación, en este caso se trata de la “víctima” (del latín 
víctima), que significa: 1) persona sacrificada o destinada al sacrificio, 2) persona 
que se expone u ofrece a un grave riesgo en obsequio de otra, y 3) persona que 
padece algún daño por culpa ajena o por causa fortuita (Chocrón, 2008). Para el 
campo del derecho, el concepto de víctima ha venido evolucionando paulatinamente 
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como el que le dio Israel Kraphin, para quien o bien podría significar ser vivo 
sacrificado a una deidad o persona que sufre o lesionada por otra.  
Así es como llegamos a los años ochenta, en el que las Naciones Unidas después 
del VI y VII congreso de (Caracas 1980) y (Milán 1985) respectivamente, se 
estableció que la palabra “Víctima” indica que un ser humano ha sufrido un daño, 
perdida o lesión, de manera personal, a sus derechos, su propiedad, producto de 
una violación  al marco legal nacional, un como delito en el marco de la legislación 
internacional o en el marco de los derechos humanos de reconocimiento mundial, o 
alguna manifestación de poder de la autoridad, ya sea económica o política (Baclini, 
2012). 
Es así que, en el último congreso mencionado, la ONU llegó a establecer dos 
categorías de víctimas: a) víctimas de abuso de poder, se refiere a aquellas 
personas que han sufrido algún tipo de lesión o daños a nivel mental, físico, 
emocional, patrimonial o en sus derechos fundamentales por acciones que no están 
tipificadas como delitos en la legislación nacional, pero que sí atentan contra la 
normatividad internacional sobre derechos humanos. b) víctimas de delitos, se 
refiere a aquellas personas que han sufrido algún tipo de lesión o daños a nivel 
mental, físico, emocional, patrimonial o en sus derechos fundamentales por 
acciones que si están tipificadas como delitos en la legislación nacional de los 
estados miembros (García, 2015). 
Regresando en el tiempo, podríamos decir que unos de los antecedentes más 
remotos en cuanto a legislación de apoyo a la víctima, la podemos encontrar en el 
mismo código de Hamurabi (1728-1686 a.c.), que establecía en sus secciones 22 -
24, la pena de muerte para el ladrón y que si el ladrón no llegase a ser capturado, 
la víctima debería declarar formalmente lo que perdió y la ciudad tiene la obligación 
de restituirle lo perdido. Por otro lado, establecía que si la víctima perdía su vida, la 
ciudad o la autoridad  debían pagar un “maneh” de plata a su familia 
(Rodríguez,2008). 
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Habría que notar que desde aquellos tiempos se consideraba no sólo el derecho a 
la reparación integral de la víctima, sino también al de los familiares o parientes, que 
hoy en día se conocen como “víctimas indirectas”(García, 2009). 
En el periodo romano del Derecho, de quien recibimos una fundamental influencia, 
los delitos eran categorizados en dos: Los delicta, que eran de persecución 
individual y se castigaba con la venganza o la multa. Los crimina, que se 
consideraban ponían en peligro a toda la sociedad, el problema vendría cuando el 
estado monopoliza la acción penal, pues se considera que es en este momento 
cuando la víctima pasa un segundo lugar. (Chocrón, A. 2008). 
De acuerdo con Hassemer, García (2009), ha existido un exagerado interés sobre 
la figura del delincuente con un subsecuente olvido de la víctima, realizándose gran 
cantidad de esfuerzos científicos, invirtiendo tiempo y dinero en investigaciones 
sobre el delincuente, abandonando la de la víctima de los delitos. 
Sin embargo, en la criminología moderna, que hoy por hoy posee un caris más 
sociológico, la figura del delincuente ha ido pasando paulatinamente a un segundo 
lugar, aumentando las investigaciones alrededor de la víctima, el control social y la 
conducta delictiva (García, 2009). 
Así es como a partir de la década del cuarenta, hemos asistido a un renacimiento 
en la atención hacia la víctima en diferentes áreas del conocimiento, bien vale la 
pena que hagamos un cauteloso análisis para no acercarnos a posturas 
antigarantistas, tal como lo ha observado Antonio García - Pablos de Molina. 
Neutralización de la Víctima: la ciencia penal ha dejado con el paso del tiempo su 
orientación predominante hacia el autor del delito, poniendo a la víctima en una 
situación prácticamente marginal, reduciéndolo prácticamente a un mero testigo del 
delito con más deberes que derechos (Hassemer, 2016). 
 
La neutralización de la víctima es producto de la monopolización del Estado 
respecto de la acción penal, prohibiendo a la víctima castigar al delincuente, (auto 
composición), asumiendo el conflicto el Estado (hétero composición). Renacimiento 
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de la víctima, es probable que exista una razón psicoanalítica del por qué tanta 
obsesión por el tema del criminal y que tal vez en el fondo lo admiremos por 
atreverse a hacer cosas que los demás no haríamos y nos sea más difícil 
identificarnos con la víctima pues es el perdedor, el maltratado, el looser (González, 
2016). 
Sin embargo, diversos estudios científicos  comprobaron que las víctimas tenían rol 
protagónico en los hechos delictivos, y en algunas ocasiones llegaban a ser 
causantes del delito, por lo que se hizo obvio la necesidad de redirigir la mirada 
científica hacia la víctima. Otro factor contribuyente al renacimiento del interés por 
la víctima tiene que ver con los estudios de Von Hentig y B. Mendelsohn, quienes 
postularon el concepto de pareja criminal entre víctima y victimario, demostrando 
una interacción entre ambos. Del concepto de pareja criminal se fue avanzando, 
producto de los conocimientos que se estaba obteniendo sobre propensiones y 
actitudes de las personas para convertirse en víctimas, daños que sufren las 
víctimas a causa del hecho delictivo, daños sufridos como consecuencia de la 
investigación del delito (victimización secundaria) (Hidalgo, 2015). 
Otro ingrediente para este nuevo redescubrimiento de la víctima, fueron los 
experimentos de Latane y Darley, quienes en la década de los setenta, hicieron 
estudios de psicología social donde se evidenció lo común de las reacciones de 
abandono hacia las víctimas por parte de los espectadores de un hecho delictivo. 
Luego de un tiempo, los movimientos feministas lograron llamar la atención sobre 
la violencia contra la mujer, impulsando gran cantidad de investigaciones teóricas y 
programas de ayuda a la víctima. Estos factores hicieron que el estudio de la víctima 
se consolidara en las últimas décadas, alcanzando significativo interés, empezando 
por el mundo anglosajón, donde existe mayor cantidad de lectura victimológica y 
luego trasladándose a distintas sociedades y culturas a nivel global, naciendo así la 
victimología (Landrove, 1998). 
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La joven ciencia: La victimología es un término acuñado por Benjamin Mendelsohn, 
quien acompañado de Hans Von Henting, quien fuera un alemán expatriado durante 
el gobierno nazi, se convirtió en residente norteamericano, y es a partir del trabajo 
de ambos que vendrían posteriores investigadores hasta formar esta joven ciencia 
jurídica, que viene revolucionando el sistema de justicia a nivel global. Es en la 
década de los setenta, cuando se consolida la victimología ya como disciplina 
científica, teniendo como evento hito, la celebración del I simposio internacional de 
victimología en el año de 1973 en Israel; al que asistieron especialistas de distintas 
partes del mundo y conllevó a un mayor reconocimiento internacional para la joven 
ciencia jurídica (Maena, 2011). 
 
Un concepto nuevo en victimología viene a ser el que además de existir una 
prevención criminal, debiera realizarse una prevención victimal, es decir, hay que 
evitar que enseñar a las personas a no convertirse en víctimas. Posteriormente, en 
los años ochenta, la victimología evoluciona en su perspectiva y empieza a centrar 
su interés en las necesidades y en los derechos de las víctimas, buscando darle 
más cabida y protagonismo en el proceso penal, ya que se considera más rentable 
satisfacer a la víctima antes que al delincuente. 
Podemos decir que, desde entonces las áreas temáticas que aborda la victimología 
son: las encuestas de victimización, la posición de la víctima en el proceso penal, la 
atención asistencial y económica de la víctima. Algunos autores han considerado a 
la victimología como una ciencia autónoma con su objeto y método propio, mientras 
que otros consideran que lo importante no es que sea una ciencia autónoma, sino 
poner diversas ciencias al servicio de la víctima. 
Objeto de estudio, es evidente que el objeto de estudio será siempre la víctima como 
objeto material; sin embargo, ya desde un punto de vista formal, Moura, Aniyar y 
Mendelsohn, consideran que este objeto de estudio está sobre tres niveles de 
estudio: el plano bio-psicosocial, el plano criminológico y el plano jurídico. La 
victimodogmática, luego de muchos años de olvido de la víctima por parte del 
estado en sus regulaciones del proceso penal, y tras los aportes de los 
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victimiólogos, varios estados empezaron a tomar la participación de la víctima en el 
hecho criminal, como por ejemplo, la participación que tiene la víctima en el delito 
de estafa, para empezar una nueva corriente que llamamos victimodogmática. 
Esta corriente consiste en empezar a trasladar parte de la culpa del autor hacia la 
víctima, trayendo consigo una disminución de la responsabilidad penal, y por ende 
las penas que se imponen a los criminales, de hecho, se ha creado todo un cuerpo 
de protección legal para el criminal, lo que ha devenido en una continua decepción 
por parte de la población hacia el sistema de administración de justicia 
(Moran,2002). 
Un ejemplo de esta victimodogmática es la idea de que el delito de violación sexual 
es provocado por la víctima, ya sea por su forma de vestir o de comportarse, por lo 
que provocaba a los hombres y eso como gen o causa del delito. 
Procesos de victimización. La moderna doctrina a nivel internacional denomina 
procesos de victimización a los diversos estadios que experimenta la víctima de un 
delito. Victimización primaria Este viene a ser el primer estadio, cuando la víctima 
sufre el daño o lesión como consecuencia de un acto delictivo, sin duda esta es la 
etapa de mayor estudio, surgiendo múltiples clasificaciones de tipos de víctimas. 
Victimización secundaria. Está relacionada con el conjunto de emociones y 
sentimientos que experimenta la víctima producto de pasar por el proceso penal con 
toda su burocracia y frialdad, que puede devenir en traumas emocionales, ya que el 
aparato estatal está más preocupado en demostrar la culpabilidad del imputado que 
en cuidar de la salud física, mental y emocional de la víctima. Esto viene a generar 
nuevos daños a la víctima, aparte del ya sufrido por la comisión misma del delito, 
esto ha motivado a lo largo de los años que muchas víctimas prefieran dejar en 
impunidad al autor del delito, antes que someterse a esta revictimización por el 
sistema de administración de justicia (Noriega, 2015). 
Esta situación se agrava cuando la víctima pertenece a un estrato socioeconómico 
menos favorecido, pues las personas de menos ingresos sufren otro tipo de 
discriminaciones por parte del estado y los funcionarios, quienes miran por encima 
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del hombro y eso los hace alejarse más de las emociones de las víctimas 
(Pedroza,2015). 
Es lógico pensar entonces que la sensación de inseguridad ciudadana que se vive 
hoy en día, no solo es producto de los hechos delictivos mediáticamente colocados 
en horario prime, sino que además está la situación de desconfianza de la población 
respecto al riesgo de convertirse en víctima del sistema de justicia cuando tenga 
que acudir a ella. 
Es en razón de esta victimización secundaria, que surge la “victimología” que 
consiste en la construcción de proyectos y acciones en beneficio de las víctimas, 
buscando así una mejor colaboración por parte de las víctimas en el proceso penal. 
Victimización terciaria. Luego de haber sobrevivido a los dos estadios anteriores, 
la víctima se topa con la realidad de que debe reinsertarse a su vida cotidiana dentro 
de su ámbito familiar, social y laboral. Hay que notar que el estado tiene políticas 
hasta de reinserción del actor del acto criminal, pero no las tiene para las víctimas 
del crimen (Rivero, 2015). 
El marco global en el tratamiento de las víctimas. A partir de la segunda mitad 
del siglo XX, luego de sufrir los terribles acontecimientos de la segunda guerra 
mundial, el mundo ha hecho un viraje en su forma de percibir el sentimiento de las 
víctimas, lo que ha generado que a nivel político, los estados comiencen a mirar a 
las víctimas de un modo distinto. El derecho internacional humanitario es una de las 
consecuencias de ello, tan es así que tenemos a la Declaración Universal de los 
Derechos del Hombre de 1948, seguida por varias declaraciones de carácter 
regional y la subsecuente creación de los sistemas regionales de protección de los 
derechos humanos como el Sistema Interamericano de Protección de Derechos 
Humanos, el Sistema Europeo de Protección de Derechos Humanos y un reciente 




Categorías de la variable los derechos de la víctima: 
Tutela jurisdiccional efectiva. Es el derecho que tiene toda persona de poder 
acudir libremente a las autoridades operadoras de justicia para poder defender sus 
derechos y sus intereses frente. A cualquier vulneración o amenaza con la garantía 
de que será escuchada y que tendrá un proceso con las garantías mínimas de 
transparencia y cumplimiento de lo que las autoridades resuelvan. 
Por tal motivo, en esta investigación se ha decidido subcategorizarla: recurrir 
libremente a los órganos jurisdiccionales, debido proceso y cumplimiento de las 
resoluciones (Roca de Agapito, 2015). 
Información. Este derecho, que tiene su base en diversos instrumentos jurídico-
internacionales desde la Declaración Universal de Derechos Humanos hasta los 
acuerdos de Belem do pará, debe poder ejercerse por parte de las víctimas en 
cualquier etapa del proceso y se compone de dos partes, por un lado, tenemos el 
derecho de poder solicitar la información, y como contraparte tenemos el hecho de 
que realmente se le otorgue la información solicitada (Zamora, 2014). 
Asistencia técnica. En cuanto al derecho a la asistencia técnica, está referido a la 
asistencia en la defensa técnica, es decir, a tener un abogado para que pueda 
representar a las víctimas durante el proceso penal, la misma que debe ser gratuita 
para todas las personas que lo necesiten (Tinoco, 2015). 
Protección. En lo referente a las medidas de protección, debemos distinguir dos 
subcategorías, las medidas de protección legal, como las órdenes de alejamiento y 
las medidas de garantías personales, que se dictan por parte de las autoridades. 
Por otro lado, tenemos las medidas físicas de protección, pues el papel solo no 
basta, de hecho en países como España, sobre todo en la capital Madrid, las 
personas que tiene orden de alejamiento llevan un grillete electrónico, de tal manera 
que no puedan violentar el mandato de la autoridad y de esa manera se evita poner 
en riesgo a la víctima (Vásquez, 2010). 
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Sufragio de gastos. Como bien se conoce, la defensa legal en muchas ocasiones 
irroga gastos, en los cuales la víctima tiene que incurrir desde gastos administrativos 
de costas procesales como la contratación de abogados, estos gastos afectan a la 
economía de las víctimas, por lo que las dos subcategorías que se analizan en esta 
investigación son la eliminación del pago de costas hacia las víctimas, así como las 
políticas de reembolso de los gastos en los que hubiesen incurrido las víctimas 
hasta el momento en que el estado entre a tallar con todos los gastos de protección 
y defensa de la víctima en el proceso penal (Tinoco, 2015). 
Participación del proceso. El proceso penal tiene diversas etapas desde la 
investigación preliminar hasta la del juicio oral y el cumplimiento de la condena, 
históricamente la víctima era considerada solo en la etapa de investigación 
preliminar y hasta el juicio oral, básicamente era tratado como un testigo, o hasta 
un simple convidado de piedra en el resto del proceso; sin embargo, la doctrina 
moderna permite que las víctimas sean protagonistas en cada una de las etapas del 
proceso, no solo convirtiéndose en un actor civil, sino que además tienen la 
posibilidad de estar constantemente informado sobre cualquier medida durante el 
periodo de la condena del victimario y la posibilidad de interponer recursos contra 
toda resolución judicial que considere que vulnere o amenace la vida, la integridad 
y los intereses de las víctimas (Zamora, 2014). 
Reparación integral. Cuando se habla del concepto de reparación, muchas veces 
se entiende solo como reparación civil, pero la verdad es que la doctrina ha 
evolucionado mucho sobre el tema de la reparación, pues existen diversos 
componentes que constituyen el cálculo de una reparación integral, entre ellos 
tenemos: los conceptos del daño emergente, que consiste en el valor patrimonial 
que la víctima ha perdido como consecuencia de la acción delictiva; el lucro cesante, 
que viene a ser el cálculo de todos los ingresos o ganancias que la víctima ha dejado 
y dejará de percibir como consecuencia del daño que se le ha causado con el acto 
delictivo. Finalmente, tenemos el concepto de daño personal o moral, que es el 
último en aparecer en la doctrina y está referido a calcular el daño emocional y 
psíquico ocasionado a la víctima (Vásquez, 2010). 
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III. METODOLOGÍA
3.1. Tipo y diseño de investigación 
Tipo de estudio 
La presente investigación es de tipo básica, pues busca contribuir con el 
legislador para poder cambiar nuestro ordenamiento legal, con miras a mejorar 
las herramientas jurídicas para la protección de las víctimas. También, conocida 
como investigación fundamental, exacta o investigación pura, que se ocupa del 
objeto de estudio sin considerar una aplicación inmediata, pero que a partir de 
su resultado y descubrimiento, pueden surgir nuevos productos y avances 
científicos (Vargas, 2009).  
Diseño de investigación 
Esta investigación por su naturaleza cualitativa tiene un diseño interpretativo, 
pues los ordenamientos legales son insuficientes sin la hermenéutica jurídica, 
que es la que nos ayuda a darle sentido y comprensión al ordenamiento legal, 
(Vargas, 2009), inspirándose  en Heidegger, en la propuesta de análisis teórico 
para investigación es la teoría Interpretativa–hermenéutica.   
3.2. Categorías, Subcategorías y matriz de categorización apriorística 
La variable de investigación tiene siete categorías con sus respectivas 
subcategorías, las cuales son: Categoría Tutela Jurisdiccional efectiva con 
sus sub categorías, recurrir libremente a los órganos jurisdiccionales, debido 
proceso y cumplimiento de las resoluciones; así se tiene como segunda 
categoría, el Derecho a la Información la misma que tiene como 
subcategorías, el poder solicitar la información en todo el proceso y el recibir 
la información solicitada; como tercera categoría, se tiene el recibir asistencia 
técnica y como sub categorías, el recibir defensa técnica por parte del estado 
y recibir asesoría gratuita; como cuarta subcategoría, se encuentra el 
derecho a la protección, la que tiene como subcategorías, tanto las medidas 
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de protección legales, como las medidas físicas de protección; como quinta 
categoría, está el sufragio de gastos, la que tiene como subcategorías, la 
eliminación de costos para la víctima y el reembolso de los gastos efectuados 
por la víctima; como sexta  categoría, se halla la participación en el proceso, 
la cual tiene como subcategorías, el derecho a constituirse en parte procesal 
y el derecho a impugnar las resoluciones que lo afecten. Finalmente, se tiene 
la séptima categoría, reparación integral cuyas subcategorías son el lucro 
cesante, el daño emergente y el daño moral. 
3.3. Escenario de estudio 
En la presente investigación los escenarios de estudio fueron el corpus iuris de 
los tres Perú, los Estados Unidos Mexicanos y el reino de España. Esto 
involucra sus respectivas constituciones o cartas magnas, así como los códigos 
penales y de procedimientos penales que en nuestro país se conoce como 
Código Procesal Penal, es decir, el derecho adjetivo penal. Por otro lado, se ha 
investigado con el fin de conocer si existen leyes especiales respecto a la 
víctima, por lo que también pertenecen a este escenario la Ley General de 
Víctimas de México y el Nuevo Estatuto de las Víctimas del Delito. 
3.4. Participantes 
De todo el ordenamiento legal del derecho de las víctmas del Perú, México y 
España; finalmente, participaron como fuentes de información para la 
recolección de datos de donde obtuvimos, nuestra información los siguientes 
instrumentos legales. 
En el ordenamiento legal peruano: 
La Constitución Política del Perú de 1993 
El Código Penal del Perú 
El Nuevo Código Procesal Penal 
En el ordenamiento legal mexicano: 
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La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
El Código Penal Federal 
EL Código Federal de Procedimientos Penales  
La Ley General de Víctimas 
En el ordenamiento legal español: 
Constitución Española 
Código Penal Español 
Ley de Enjuiciamiento Criminal  
Ley del Estatuto de la Víctima del Delito. 
3.5. Técnicas e instrumentos de recolección de datos 
Para la presente investigación se utilizó como técnica de investigación el 
análisis de documentos y como instrumento se utilizó la Guía de análisis 
documental. 
3.6. Procedimientos 
En esta investigación se ha utilizado el método inductivo, por cuanto nuestra 
categorización se ha elaborado a partir de las premisas particulares que nos 
brindan los distintos instrumentos jurídicos particulares, para poder sacar 
conclusiones generales sobre los derechos de las víctimas en el ordenamiento 
legal de Perú, México y España. 
Para ello, se ha recolectado información a través del análisis documental, 
utilizando una guía de análisis documental. 
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3.7. Rigor científico 
Para conservar el rigor científico, se utilizó como marco teórico la teoría de la 
victimología, desde su concepción más moderna y perspectiva más sociológica, 
además se ha recopilado información desde los indicadores que se han 
determinado por la misma legislación existente. 
Por otro lado, nuestro instrumento de investigación ha sido validado por juicio 
de expertos por un metodólogo y dos especialistas en derecho penal. 
3.8. Método de análisis de la Información 
La información recolectada de los diferentes instrumentos legales fue 
clasificada según los indicadores establecidos en la matriz de consistencia, a 
partir del cual se efectuó el análisis de la información. 
Además, a la hora de procesar la información, se ha tratado de mantener la 
mayor objetividad posible, evitando al máximo los sesgos ya sea por motivos 
ideológicos y políticos, ciñéndonos a un análisis estrictamente jurídico. 
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III. RESULTADOS
3.1 Derechos de las víctimas en el ordenamiento jurídico peruano 
Derecho a la tutela jurisdiccional efectiva. En la legislación nacional del Perú, 
está consagrado el derecho a la tutela Jurisdiccional efectiva, por lo que la víctima 
tiene derecho a denunciar, a ser escuchado, a que se lleve un proceso judicial 
conforme a derecho y obtener satisfacción jurídica a través de los órganos 
jurisdiccionales. 
Derecho a la información. Conforme a nuestro NCPP, las víctimas tienen derecho 
a ser informadas sobre todos los derechos con que la ley los ampara, ya sea al 
momento de presentar la denuncia, al momento de hacer su declaración de manera 
preventiva o cuando realice su primera intervención en la causa. 
En nuestro país las víctimas tienen derecho a solicitar la información del estado del 
proceso, así como a solicitar copia de los actuados durante la investigación ante el 
Ministerio Público. 
Derecho a la participación en el proceso. Las víctimas en el Perú pueden 
constituirse como actor civil durante el proceso penal; sin embargo, para ello deben 
solicitarlo en el plazo de ley, de lo contrario quedan fuera del proceso, pudiendo 
solamente colaborar como testigos, brindando información a la fiscalía en las etapas 
de investigación, tanto preliminar como preparatoria. 
Derecho a impugnar. En nuestro Código Procesal Penal, se establece que la 
víctima tiene derecho a presentar recurso de impugnación ante dos circunstancias: 
el sobreseimiento y la sentencia absolutoria del imputado. 
Sin embargo, en sede fiscal la víctima también puede presentar, mediante su 
abogado, queja de derecho si es que el fiscal decidiera archivar el caso. 
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Derecho a la reparación civil. Según nuestro ordenamiento nacional, las víctimas 
solo podrán ser pasibles de acción reparatoria en el proceso penal, siempre y 
cuando cumpla las mismas condiciones y requisitos para reclamar la reparación en 
la vía civil. Para ello, la víctima deberá hacer la solicitud ante el juez de investigación 
preparatoria y antes de que culmine la etapa de investigación preparatoria para 
poder constituirse como actor civil. 
En caso le sea denegada la petición de constituirse en actor civil, el agraviado o 
víctima tiene el derecho a apelar ante la sala superior, solo cuando la víctima se ha 
constituido como actor civil, tiene derecho a ofrecer medios de prueba, solicitar 
nulidad de los actuados, intervenir durante el juicio oral, interponer los recursos 
impugnatorios, participar en las diligencias de investigación y realizar solicitudes en 
salvaguarda de su derecho.  
Por otro lado, el actor civil también puede colaborar con el esclarecimiento de los 
hechos y sustentar el monto de la reparación civil que pretende; sin embargo, al 
constituirse como actor civil, la víctima queda impedida de poder pedir una 
indemnización por la vía civil. 
Derecho a la protección. El NCPP en su articulado cuenta con 39 artículos 
referidos al imputado y solo 7 referidos a la víctima; sin embargo, dentro de ellos no 
se menciona el derecho a la protección, no obstante, la víctima y cualquier 
ciudadano puede recurrir a solicitar medidas de protección cuando siente que su 
integridad física puede verse en peligro. 
3.2 Derechos de las víctimas en el ordenamiento jurídico mexicano 
El caso mexicano representa una experiencia novedosa por cuanto empezando 
desde su propia carta magna, ya se menciona los derechos de la Víctima, en su art. 
20 C, de los derechos de la víctima o del ofendido. En esta carta magna, se 
consagran varios derechos como son el de recibir asesoría jurídica y el de acceso 
a la información, tanto sobre sus derechos como los del estado del proceso penal. 
         21 
Así también se consagra su derecho a poder aportar medios probatorios, así como 
de participar como actor dentro del proceso penal e interponer recursos, conforme 
a ley. 
También prevé la carta magna mexicana el derecho a recibir atención médica y 
psicológica de urgencia, así como a la reparación del daño, obligando al ministerio 
público a solicitar este resarcimiento, sin detrimento de que la víctima pueda solicitar 
la reparación por su propia cuenta. 
Se consagra también el derecho al resguardo de su identidad y demás datos 
personales cuando se trata de delitos de violación sexual, menores de edad, 
secuestro, trata de personas, delincuencia organizada y cuando el juez lo crea 
conveniente. Finalmente, también se consagra el derecho a impugnar las 
decisiones del Ministerio Público. 
Por otro lado, los Estados Unidos Mexicanos, en concordancia con lo ya consagrado 
en su carta magna, cuentan con una Ley General de Víctimas (LGV), donde se 
regula el acceso a los siguientes derechos: derecho al acceso a la justicia, que 
contempla el acceso a mecanismos de justicia, procedimientos administrativos y 
judiciales, así como a tener conocimiento de la verdad y finalmente conseguir la 
reparación integral de la víctima. 
Según Eduardo López y Roberto Fonseca (López, E. p.214), el acceso a la justicia 
se descompone en tres elementos: investigación del delito, sanción de los 
responsables y reparación del daño, por lo que estaríamos hablando del derecho a 
la tutela jurisdiccional efectiva. 
Tal vez lo más resaltante del derecho al acceso a la justicia sea la gratuidad de esta, 
pues esta LGV mexicana señala que todos los procedimientos, mecanismos y 
acciones penales de la víctima no implicarán costo alguno para ella. 
Derecho a la asistencia jurídica. Dentro de la LGV mexicana, en su art. 125, se 
ha contemplado la creación de un asesor jurídico para las víctimas, quien 
acompañará con su orientación y asesoría a la víctima durante todo el proceso 
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penal, buscando asegurar el pronto acceso a la justicia, el chance de optar por 
mecanismos alternativos de solución de conflictos y la reparación integral del daño. 
(Revista del Nuevo sistema de Justicia Penal) 
Algunos autores como Pedroza (2015), la figura de este asesor fue creada para las 
malas prácticas que antaño se daban en el ministerio público, donde las víctimas, 
en especial las mujeres, eran sujeto de intimidación, denegación de sus denuncias, 
etc. 
Derecho a la información. Conforme a la LGV y al derecho penal mexicano, la 
víctima queda investida con la capacidad de poder solicitar información clara y 
precisa sobre los siguientes temas: 
El estado de los procesos administrativos y judiciales. 
El avance de sus investigaciones. 
Las resoluciones que puedan afectar sus derechos. 
La asistencia a las audiencias y la realización de las mismas. 
Alcance y trascendencia de los peritajes a los que se la someta. 
Medidas alternativas de solución de conflictos. 
Todos los actuados del proceso incluyendo medidas cautelares que puedan afectar 
su integridad física. 
Derecho a participar en el proceso. El art. 14 de la Ley General de Víctimas 
expresa que toda víctima podrá ser reconocida como Sujeto procesal y podrá 
intervenir en él (Rodríguez, O). 
El derecho a participar del proceso por parte de la víctima incluye la presentación 
de medios probatorios, denunciar, querellar, asistir a las diligencias y audiencias, 
solicitar medidas de protección; finalmente, poder acceder a los mecanismos 
alternativos de resolución de conflictos. 
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Para el destacado jurista mexicano Víctor Montejo (2019), la participación de la 
víctima resulta indispensable para reintegrar el daño, también para el debido 
desarrollo del proceso penal, por ello, se justifica su participación formal como parte 
del proceso. 
Este derecho a la participación no se restringe al campo procesal, también involucra 
el campo extra procesal, pues la víctima puede participar de espacios de diálogo 
institucional e interinstitucional para formular políticas públicas respecto de la 
prevención, atención y reparación, además de poder relacionarse y generar 
colectivos con otras víctimas para la defensa de sus derechos. 
Derecho a impugnar resoluciones que lo afecten. Según Víctor Montejo (2019), 
constituye la tercera forma de participación por parte de la víctima, ya que la primera 
es el aporte de pruebas a la fiscalía, la segunda es la asistencia a las diligencias de 
investigación y audiencias de juzgamientos; finalmente, la tercera sería la facultad 
de impugnar, estas se constituyen en una forma de control de la justicia. 
Según este derecho, la víctima queda facultada con el derecho a impugnar las 
resoluciones que afecten sus derechos, así como las fallas u omisiones en la 
investigación por parte del ministerio público; también puede impugnar los 
desistimientos de la acción penal, la información que figura del proceso penal, los 
actos que se refieran a la reparación del daño y las resoluciones que se den durante 
las audiencias de un juicio sin que ella haya participado. (CNPP) 
Es importante resaltar que, en el modelo mexicano, las víctimas pueden oponerse 
a la realización de acuerdos reparatorios, solicitudes de sobreseimientos, las 
resoluciones de reserva o las suspensiones de procedimientos. 
Derecho a la reparación integral. Como vimos anteriormente, aquí el elemento 
innovador consiste en que desde la misma Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos (CPEUM), se consagra el derecho de la Víctima a la reparación 
integral, obligando a los fiscales a solicitar la reparación del daño, 
independientemente de que ella pueda solicitarlo por su parte. 
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Otro aspecto importante radica en la prohibición de eximir al condenado de la 
reparación del daño, cuando este ha sido sentenciado condenatoriamente. 
Finalmente, tenemos el hecho de que la víctima tiene la posibilidad de interponer 
medidas cautelares con el fin de asegurar la satisfacción de la reparación por parte 
del condenado (Damián, 2015). 
Derecho a solicitar y obtener protección. Es evidente que cuando hablamos de 
víctimas, hablamos de un espectro de posibilidades diversas, pues existen algunas 
víctimas que por sus especiales circunstancias, se encuentran en una situación de 
mayor vulnerabilidad que otras, ya sea por razones de edad, sexo, orientación 
sexual, discapacidad física, etc. 
Este derecho obliga a las autoridades determinar medidas que coadyuven a la 
eliminación de sistemas de discriminación o marginación de la Víctima, además de 
adoptar todas las medidas necesarias que protejan de forma amplia todos sus 
derechos, sin que tengan que excluirse entre medidas. 
Derecho a la sufragación de gastos. Uno de los rasgos más distintivos del sistema 
de protección de la víctima en México, consiste en el hecho de que el estado otorga 
el derecho de acceso a los fondos estatales y federales a las víctimas para poder 
cubrir todo un amplio abanico de medidas y acciones destinadas a la protección de 
la víctima como son: 
Atención hospitalaria inmediata, alojamiento y alimentación cuando la víctima no 
puede retornar a su domicilio. (Esto resulta sumamente útil en los casos de violencia 
familiar), el transporte a nivel nacional en caso la víctima requiera retornar a su 
localidad y la asesoría legal, la misma que la acompañara durante todo el proceso 
penal. 
Para dicho fin, la ley mexicana contempla un fondo de ayuda, asistencia y 
reparación integral, dedicado exclusivamente a asegurar la protección de las 
víctimas, administrado por la Comisión Ejecutiva del Sistema Nacional de Atención 
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a las Víctimas del gobierno federal, quien además lleva el Registro Nacional de 
Víctimas. 
Este sistema Nacional está compuesto por miembros de los tres poderes del estado, 
así como de otros organismos autónomos y está presidido por el presidente de la 
República. 
En conclusión, podemos decir que el estado mexicano realmente ha hecho una 
labor positiva en cuanto al tratamiento y protección de la víctima, empezando desde 
la consagración de sus derechos en la misma Constitución Política, pasando por la 
Ley General de Víctimas y aterrizando con la creación de un Sistema Nacional de 
Atención a la Víctima con recursos propios para evitar que todos estos derechos no 
queden en el papel. 
3.3 Derecho de las víctimas en el ordenamiento jurídico español 
En concordancia con las directivas europeas sobre el tratamiento jurídico que debe 
darse a la Víctima, España promulga el Nuevo Estatuto de las Víctimas del Delito 
(NEVD). Además, dicho estatuto buscaba unificar la dispersa normativa existente 
que existía alrededor de la Víctima (García, M).  
Derecho a la tutela jurisdiccional efectiva. Dentro de la Jurisprudencia 
Constitucional española, se ha reconocido el derecho a la tutela jurisdiccional y 
efectiva, aunque dejando en claro, que esto no implique que las sentencias tengan 
que favorecer siempre sus intereses necesariamente. 
Esto quiere decir que el derecho de acción que poseen las víctimas no consiste en 
un derecho a tener un resultado favorable, sino más bien un derecho a poder acudir 
al sistema de justicia en igualdad de armas que el imputado (López, E. & Fonseca, 
R). 
Derecho a la información. Conforme a lo estipulado por el Nuevo Estatuto de las 
víctimas del delito, las víctimas tienen derecho a recibir información desde la primera 
vez que entra en contacto con las autoridades de justicia, las mismas que deben 
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adaptar su mensaje a las condiciones socioculturales y circunstancias de la víctima, 
durante cada etapa del proceso penal. 
Según el NEVD, la víctima tiene derecho a ser informada de: la información de 
contacto de la autoridad a cargo del proceso, los mecanismos para poder acceder 
a los distintos medios de apoyo y asistencia incluyendo las medidas de protección,  
el procedimiento para poder realizar su derecho de denunciar, el acceso a la 
asesoría y defensa jurídica y los requisitos para la gratuidad de las mismas, las 
indemnizaciones a las que la ley le da derecho, los servicios de traducción y de 
interprete y demás servicios comunicacionales. Requisitos para ejercer sus 
derechos si es que estuviese residiendo fuera de España, su derecho de recurrir o 
impugnar algunas resoluciones, las condiciones para ejercer su derecho a 
reembolso, los procedimientos para materializar su derecho a ser informado de 
todos los actuados. 
En lo concerniente a este último derecho, viene a complementar y ampliar su 
derecho a ser informado por cuanto además según el art. 7 del NEVD, la víctima 
debe ser informada sobre lugar, fecha y hora del juicio, además de ser notificada 
sobre: las resoluciones que determinan no inicial proceso penal, sentencia que 
ponga fin al proceso penal, sentencias o disposiciones que traten sobre la libertad 
o prisión del imputado, las resoluciones o disposiciones que puedan poner en riesgo 
la seguridad de la víctima, por ejemplo en los casos de violencia familiar o violación, 
el agresor es puesto en libertad. 
Derecho a participar del proceso penal. Este derecho se ejecuta desde el inicio 
hasta el final del proceso penal, pudiendo aportar medios de prueba, información y 
la asistencia a las audiencias del juicio. Aquí es importante destacar la influencia 
que tiene la víctima en la ejecución de la pena, pues según el NEVD, la víctima tiene 
derecho a reclamar algunas de las resoluciones que tengan que ver con el 
cumplimiento de la condena por parte del imputado. 
Derecho a reclamar. Sin duda alguna cabe destacar respecto de este derecho, es 
que hay situaciones en las que basta con la sola expresión verbal de no conformidad 
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con una decisión para que se dé por interpuesto el recurso de impugnación o 
reclamo. 
Derecho a la protección. El título III del NEVD, se dedica justamente a fortalecer 
este derecho, con una serie de garantías para la protección de la víctima no solo 
con recursos económicos y materiales, sino también procurando protección desde 
el punto de vista psicológico y moral, abarcando no solo el ámbito del proceso penal, 
sino más allá de éste. 
El mismo estatuto en su art. 19, obliga a toda autoridad o funcionario público que 
tenga relación con la víctima en cualquiera de las etapas de la investigación y el 
proceso a tomar las medidas necesarias para procurar su protección tanto física 
como psicológica, su libertad, su vida e indemnidad sexual, así como la de su 
entorno familiar. 
En primera instancia, el marco legal ordena la prohibición de contacto directo entre 
la víctima y el imputado de manera que las salas de audiencias y demás lugares 
donde se realicen actos de investigación, deben acondicionarse para tal fin; sin 
embargo, Ángel Tinoco (2015), se muestra crítico y respecto a este tema, porque 
según él, las salas de espera de las instituciones no se encuentran consideradas en 
la norma por lo que existe el riesgo de que la norma pueda quedar en la práctica 
vacía. 
Además, la ley establece que, para evitar la revictimización, las declaraciones se 
lleven a cabo únicamente cuando resulten necesarias, el menor número de veces 
necesaria y que además permitan que la víctima esté acompañada por su abogado 
o una persona de confianza de ella.
El art. 23 del NEVD, regula la evaluación individual que está obligado a hacer la 
autoridad para determinar las necesidades específicas que pueda tener cada 
víctima, por lo cual deberá valorar los siguientes elementos: las características 
personales, como si es dependiente del imputado, es discapacitado o menor de 
edad o algún otro factor que lo haga vulnerable, la gravedad del daño causado, el 
tipo de daño y la posibilidad de recurrencia del daño, además el NEVD considera 
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como delitos de especial relevancia a aquellos delitos contra la libertad sexual, la 
trata de personas, el crimen organizado y el terrorismo. Por último, pero no menos 
importante es la valoración de las circunstancias del hecho delictivo en especial 
cuando se trata de delitos de violencia. 
Dentro del estatuto, se indica clara y expresamente a los funcionarios que deberán 
tomar las medidas de protección y van desde la policía, el fiscal, el juez de 
instrucción o el juez de violencia sobre la mujer. 
Respecto de las declaraciones que brinde la víctima, el NEVD prevé la toma de 
éstas, por parte de personal preparado para este tipo de diligencia y en lugares 
acondicionados para los mismos, de tal manera que se evite las preguntas que 
conciernen a la vida privada de la víctima y que no tengan relación con el delito, 
además de que cuando la víctima de su declaración en audiencia, ésta se realice 
sin público. 
Por último, en cuanto a las víctimas menores de edad, la ley prevé que sus 
declaraciones puedan ser realizadas a través de profesionales expertos en 
psicología, y que puedan ser grabadas para luego ser reproducidas en el juicio y 
evitar la comparecencia y la revictimización de la víctima. 
Derecho a la reparación. El NEVD contempla de manera escueta el derecho de la 
víctima a la reparación económica, así como la devolución de los gastos legales en 
los que haya incurrido, además de la existencia de la regulación para acceder a los 




4.1 Derecho de las víctimas en el ordenamiento jurídico peruano 
Derecho a la tutela jurisdiccional efectiva. Este es un derecho que en nuestro 
ordenamiento jurídico peruano podríamos decir que es más declarativo que 
práctico, por cuanto las deficiencias del sistema de administración de justicia en 
el Perú a todas luces por la primacía de la realidad, podemos ver que no permite 
que la mayor parte de víctimas en el Perú consigan una tutela jurisdiccional 
efectiva. 
Distinto sería si nuestro país mejorase la capacidad de infraestructura y 
personal de las instituciones que integran el sistema de administración de 
justicia: Policía Nacional del Perú, el Ministerio Público y el Poder Judicial, lo 
cual mejoraría las posibilidades de las víctimas de acceder a una tutela 
jurisdiccional efectiva. 
Por otro lado, sería sumamente importante recoger la experiencia mexicana de 
constituir un verdadero Sistema Nacional de Protección y Ayuda a las víctimas 
con un presupuesto propio importante, ya que en la actualidad los escasos 
programas de ayuda a las víctimas como la Unidad de Ayuda a Víctimas y 
Testigos del Ministerio Público, no alcanza a tener un presupuesto más que para 
cubrir sus gastos corrientes. 
Derecho a la información. Este derecho que tiene toda víctima está 
condicionado en la práctica por las condiciones socioeconómicas de la misma, 
pues solicitar la copia de los actuados o similares siempre acarrean un costo, 
que en muchos casos las víctimas de menos recursos no pueden darse el lujo 
de solicitar. 
         30 
Derecho a impugnar. El derecho a impugnar en la legislación peruana de 
alguna manera se encuentra restringido al sobreseimiento y la sentencia 
absolutoria del imputado, y tener este derecho requiere que la víctima se logre 
constituir como actor civil dentro del proceso penal; sin embargo, esto le 
generará una desventaja respecto a la reparación civil, que desarrollamos en el 
siguiente ítem. 
 
Derecho a la reparación civil. Este es un derecho que el ordenamiento jurídico 
peruano te lo da, pero al mismo tiempo te lo restringe en la práctica, por cuanto 
si persigues esta reparación por la vía penal, debes constituirte en actor civil, al 
hacerlo ya no podrás exigir esta reparación por la vía civil. El detalle radica en 
el hecho de que la práctica ha demostrado que las reparaciones fijadas por la 
vía penal son muy inferiores a la reparación obtenida por la vía civil, lo que en 
la práctica obliga a la víctima, siempre y cuando esté bien orientada por su 
abogado, a elegir entre participar del proceso penal plenamente como actor civil 
y conformarte con una reparación mínima o excluirte del proceso penal y 
esperar a que termine para recurrir a la vía civil en busca de una reparación civil 
mayor. 
 
Derecho a la protección. En el Perú las condiciones materiales no permiten el 
ejercicio pleno de este derecho, por cuanto si un agresor de violencia familiar, 
por ejemplo, tiene una orden de restricción, la policía en la mayoría de los casos 
solo se limita a redactar informes de visita, los que sólo en algunas ocasiones 
se hace y los cuales no pueden prevenir un acto de violencia. 
 
En la actualidad existen programas piloto como el del botón de pánico que se 
vienen implementando en Lima y Callao, a la espera de poder hacerlos 
extensivos a nivel nacional, lo cual dependerá mucho de los recursos 
tecnológicos con los que cuente la Policía Nacional del Perú, así como las 
víctimas usuarias del sistema. 
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4.2 Derechos de las víctimas en el ordenamiento jurídico mexicano 
Derecho a la asistencia jurídica. Vemos que en este derecho las víctimas en 
México lo tienen al igual que en Perú con la defensoría pública gratuita, que 
brinda el Ministerio de Justicia para aquellas víctimas de escasos sin recursos 
económicos; sin embargo, en ambos países falta potenciar más la ejecución de 
este derecho, por la poca cantidad de abogados defensores, hace que tengan 
una gran carga laboral, lo que a la larga genera un detrimento de la calidad de 
la defensa técnica de sus patrocinados. 
Derecho a la información. Este derecho esta mayor implementado en México 
que en Perú, por el hecho de que los costos de pedir información no le son 
trasladados a la víctima como sucede en nuestro país, sino que es asumido por 
el estado mexicano, ya sea de manera directa o vía sufragio posterior de los 
gastos incurridos por la víctima. 
Derecho a participar en el proceso. Este derecho permite a la víctima en 
México realmente poder participar del proceso de manera completa y sin 
restricciones de oficio, sin necesidad de que la víctima tenga que solicitarlo, algo 
que sería digno de imitar en nuestro derecho adjetivo penal. 
Derecho a Impugnar resoluciones que lo afecten. Este derecho se deriva y 
complementa el derecho de participación en el proceso, por lo que observamos 
la misma comparación con nuestro sistema legal en cuanto a los parecidos, pero 
nuestra desventaja es de tener que constituirnos en actores civiles. 
Derecho a la reparación integral. Finalmente, este es el elemento en el que el 
sistema mexicano nos lleva mayor ventaja, pues los fiscales están obligados 
por ley a solicitar la reparación del daño sin necesidad de que la víctima se 
constituya en actor civil, sin perjuicio de que la víctima lo solicite de manera 
directa a través de la vía civil. 
         32 
 
Derecho a solicitar y obtener protección. En los enunciados de este derecho, 
tanto en la legislación mexicana como en la peruano, las víctimas gozan de las 
mismas prerrogativas; sin embargo, aquí lo que prima es los recursos con los 
que cuentan las autoridades mexicanas para poder brindar una mejor protección 
a las víctimas, contrario a los escasos recursos con los que el estado peruano 
tiene para ayudar a nuestros connacionales, a través de la unidad de asistencia 
a víctimas y testigos (UDAVIT) del Ministerio Público. 
 
Derecho a la sufragación de gastos. En este acápite las víctimas en México 
cuentan con una mejor protección por parte del estado, pues hace más universal 
y justo el acceso a la justicia que la misma Constitución Política de los Estados 
Unidos mexicanos les garantiza. 
 
Derecho que en nuestro país lamentablemente no existe, por lo que se convierte 
en una buena práctica jurídica que nuestro país debería implementar en su 
legislación. 
 
4.3 Derecho de las víctimas en el ordenamiento jurídico español 
 
Derecho a la tutela jurisdiccional efectiva. En este tema, las tres 
legislaciones objeto de estudio comparten el derecho a tutela jurisdiccional 
efectiva, como un elemento inherente a los derechos que toda persona debe 
tener conforme a lo establecido por la mayoría de los países, sobre todo los del 
mundo occidental. 
 
Derecho a la información. Como se ha podido observar, en este punto también 
coinciden las tres legislaciones en estudio, con variaciones que se dan más en 
la práctica, producto de las condiciones socioculturales de cada nación como 
de las condiciones socioculturales de las víctimas y la localidad donde residen, 
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pues no es lo mismo ejercitar un derecho en Madrid que hacerlo las islas 
canarias o Barcelona. 
Es interesante rescatar que en España se considera el derecho a contar con 
servicios de traducción e interprete, tal vez motivado por la gran cantidad de 
idiomas que se hablan en España, a pesar del uso oficial del castellano también 
se reconoce el catalán, el Euskadi, etc. 
Aquí también, debe resaltar el hecho de que se considera un derecho que las 
autoridades deben practicar de oficio el comunicar a la víctima cualquier 
variación en la situación jurídica del imputado respecto de sus ingresos o salidas 
de prisión, así como cualquier otra medida que pueda poner en riesgo su 
seguridad. 
Derecho a participar del proceso penal. En este acápite todas las 
legislaciones objeto de estudio coinciden, en el derecho a participar en todas 
las etapas del proceso, con bemoles de acuerdo con cada realidad específica, 
pero sin diferencias substanciales en cuanto al enunciado del derecho 
mencionado. 
Derecho a reclamar. En este derecho a diferencia de nuestro ordenamiento 
legal, las víctimas en España tienen una mayor capacidad de recurrir cuando se 
trata de resoluciones que afecta al cumplimento de la condena por el 
sentenciado. Además, es importante rescatar el hecho de que las víctimas 
pueden ejercer este derecho de manera verbal, sin necesidad de presentar un 
escrito judicial. 
Derecho a la protección. Tal vez el punto que diferencia a la legislación 
española respecto de las otras legislaciones objeto del presente estudio, y es 
que el Nuevo Estatuto de las Víctimas del Delito pone un mayor énfasis en la 
protección tanto física como psicológica de la víctima, lo cual se ve afectado 
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positivamente por la mayor cantidad de equipamiento de las instituciones que 
administran justicia, así como de las que brindan los servicios de salud. 
 
Claro ejemplo de lo antes mencionado es el hecho de que en Madrid y otras 
ciudades importantes, cuando el juez dicta orden de alejamiento de un padre 
agresor, los imputados llevan consigo un brazalete electrónico que avisa a las 
autoridades en caso el agresor se esté acercando al domicilio o centro de 
labores de la víctima a menos de la distancia ordenada por el juez. 
 
Derecho a la reparación. En este acápite la legislación es española es escueta, 
pero no por ello menos eficaz que en México y Perú, por cuanto el sistema 
judicial español cuenta con mayores niveles de eficiencia y eficacia 




5.1. De todas las legislaciones objeto de estudio en esta tesis, es la 
legislación peruana la que menos se orienta hacia la víctima y sigue 
anquilosada en el modelo antiguo donde el Estado es el único titular de 
la acción penal, dejando de lado a la víctima. 
5.2. El ordenamiento jurídico en nuestro país denota una gran falta de 
actualización en materia de protección y asistencia a la víctima, con una 
ausencia tanto de legislación pro-víctima como de apoyo logístico y 
material para la materialización del apoyo a la víctima como sí lo tienen 
otros países como México. 
5.3. En cuanto al caso mexicano, podemos concluir que han realizado un 
verdadero salto cualitativo en el tiempo, adelantándose a la gran mayoría 
de países con una legislación verdaderamente moderna y con énfasis en 
la víctima, desde la carta magna, sus distintas leyes y reglamentos hasta 
aterrizar en la creación de un sistema nacional de ayuda a las víctimas 
con un fondo o presupuesto propio. 
5.4. La legislación española ha avanzado un paso hacia adelante gracias a 
las directivas de la unión europea sobre el tratamiento legal que debe 
darse a las víctimas y resalta en ella un enfoque más orientado hacia la 
salud psicológica y moral de las víctimas. 
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VI. RECOMENDACIONES
6.1. A todos los gobernantes, legisladores y el pueblo peruano, si en un futuro 
inmediato o mediato con su refrendo piensan modificar la Carta Magna 
peruana, recomendamos incorporar el modelo mexicano en cuanto a la 
consideración de los derechos de las víctimas. 
6.2. A los legisladores y autoridades con iniciativa legislativa, actualizar el 
ordenamiento legal en nuestro país conforme a los nuevos paradigmas 
en cuanto al tratamiento legal de la víctima, por lo que recomendamos 
seguir el ejemplo de México y España, y promulgar una Ley General para 
la Protección de las Víctimas en el Perú. 
6.3. Al poder ejecutivo, en especial al Ministerio de Justicia, seguir el ejemplo 
de México en el sentido de crear un fondo especial para la protección y 
ayuda a las víctimas, y si realmente fuera necesario, no sólo para generar 
burocracia extra, sería pertinente crear un Sistema Nacional de Apoyo a 
las víctimas, que supere enormemente en cobertura a los alcances de la 
UDAVIT. 
6.4. Al Ministerio Público, (UDAVIT) y al Ministerio de la Mujer y Poblaciones 
vulnerables (Centro de Emergencia Mujer), Potenciar el apoyo 
psicológico y emocional a las víctimas de delitos en nuestro país, 
aprovechando la gran cantidad de profesionales en Psicología que 
actualmente tenemos en el Perú, pero al mismo tiempo hay que 
incrementar el número de médicos especializados en Psiquiatría, pues 
en este tipo de profesionales realmente hay escasez. 
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